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En la ciudad de Barcelona, a catorce de junio de dos mil dieciocho. 

 

VISTO POR LA SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUÑA (SECCIÓN PRIMERA), constituida para la 

resolución de este recurso, ha pronunciado en el nombre del Rey, la siguiente sentencia en el 

recurso contencioso administrativo nº 637/2015, interpuesto por *********, representado por 

el/la Procurador/a D. FRANCISCO TOLL MUSTEROS, bajo la dirección letrada de D. MIGUEL 

HUERTAS MONTANÉ, contra T.E.A.R., representado por el ABOGADO DEL ESTADO. 

 

Ha sido Ponente el Ilmo. Sr. Magistrado DON FRANCISCO JOSÉ GONZALEZ RUIZ, quien expresa 

el parecer de la SALA. 

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

 

PRIMERO.- Por el procurador FRANCISCO TOLL MUSTEROS, actuando en nombre y 

representación de la entidad mercantil ********, se interpuso en fecha 1 de diciembre de 2015 

recurso contencioso administrativo contra las actuaciones administrativas que se especificarán 

en el Fundamento de Derecho Primero de esta resolución. 

 

SEGUNDO.- Acordada la incoación de autos, se dio el cauce procesal previsto por la Ley 

Jurisdiccional, habiendo despachado las partes, llegado su momento y por su orden respectivo, 

los trámites conferidos de demanda y de contestación, en cuyos escritos, y en virtud de los 

hechos y de los fundamentos de derecho que allí constan, solicitaron, respectivamente, la 

anulación de las actuaciones objeto del recurso y la desestimación de éste, en los términos que 

de los mismos resultan. 

 

TERCERO.- Continuando el proceso su curso legal por los trámites que aparecen en los autos, 

se señaló día y hora para votación y fallo el 13 de junio de 2018, diligencia que tuvo lugar en la 

fecha fijada. 

 

CUARTO.- Interesada en su día por la parte recurrente, mediante auto firme de fecha 13 de 

enero de 2016 dictado en la pieza separada de medidas cautelares dimanante de estos autos 

principales se acordó por las razones allí especificadas la medida cautelar suspensiva de las 

actuaciones impugnadas solicitada, con sujeción a previa prestación de garantía, lo que así fue 

verificado por la actora y constatado por el Tribunal mediante posterior providencia de 3 de 

enero de 2018. 

 

QUINTO.- En la sustanciación del procedimiento se han observado todas las prescripciones 

legales. 

 

 



 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO.- El objeto procesal de este recurso contencioso administrativo, tras la acumulación 

de acciones impugnatorias ejercitada por la parte actora y admitida por el Tribunal, reside en las 

pretensiones cruzadas por las partes en el presente proceso en torno a la impugnación 

jurisdiccional conjunta por la mercantil actora de las tres resoluciones económico 

administrativas siguientes: 

 

1.- Acuerdo de fecha 16 de abril de 2015 del Tribunal Económico Administrativo 

Regional de Catalunya, notificado a la sociedad recurrente el 2 de octubre siguiente (documento 

1.1 escrito interposición recurso), de desestimación de las dos reclamaciones económico 

administrativas acumuladas nº 08/00382/2007 y nº 08/00385/2007 interpuestas por la 

mercantil actora por correo administrativo de fecha 22 de diciembre de 2006 (elementos 37 a 

42 del expdte. adtvo. Electrónico 652381-G) contra sendos Acuerdos de 30 de noviembre y 11 

de diciembre de 2016 de la Dependencia de Inspección Financiera y Tributaria de la Agencia 

Estatal de Administración Tributaria (AEAT) de Catalunya, sede Barcelona, notificados a la 

actora los días 1 y 12 de diciembre siguiente (elementos 34 y 49 expdte. adtvo. electrónico 

652381-G), por los que, respectivamente, se acordara (Liquidación A0885006026003627 y 

Sanción A0885006026003803): 
 

a) liquidación provisional por el concepto tributario de Impuesto sobre Sociedades (IS), 

ejercicios 2001 y 2002, por el importe total de deuda tributaria de 89.900,04 euros 

(76.903,52 euros de cuota y 12.996,52 euros de intereses de demora), e 

b) imposición de sanciones tributarias resultantes por la comisión de sendas infracciones 

tributarias graves tipificadas en por el artículo 79.a) de la anterior Ley 230/1963, de 28 

de diciembre, General Tributaria -en adelante LGT 230/1963-, aquí aplicable ratione 

temporis (más tarde artículo 191.1 y 3 de la vigente Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 

General Tributaria -en adelante LGT 58/2003), por importe total de 57.677,64 euros. 

 

2.- Acuerdo de fecha 16 de abril de 2015 del Tribunal Económico Administrativo 

Regional de Catalunya, notificado a la sociedad recurrente el 2 de octubre siguiente (documento 

1.2 escrito interposición recurso), de desestimación de las dos reclamaciones económico 

administrativas acumuladas nº 08/00383/2007 y nº 08/00387/2007 interpuestas por la 

mercantil actora por correo administrativo de fecha 22 de diciembre de 2006 (elementos 37 a 

42 del expdte. adtvo. Electrónico 652381-G) contra sendos Acuerdos de fechas 30 de noviembre 

y 11 de diciembre de 2016 del mismo órgano tributario, notificados a la actora los días 1 y 12 

de diciembre siguiente (elementos 35 y 50 expdte. adtvo. electrónico 652381-G), por los que, 

respectivamente, se acordara (Liquidación A0885006026003638 y Sanción 

A0885006026003792): 
 

a) liquidación provisional por el concepto tributario de Impuesto sobre Sociedades (IS), 

ejercicios 2003 y 2004, por importe total de deuda tributaria de 111.476,21 euros 

(103.172,61 euros de cuota y 8.303,60 euros de intereses de demora), e 

b) imposición de sanciones tributarias resultantes por la comisión de sendas infracciones 

tributarias graves tipificadas en por el artículo 79.a) de la LGT 230/1963 antes ya citada 

(más tarde artículo 191.1 y 3 de la LGT 58/2003 asimismo antes referenciada), por 

importe total de 75.314,03 euros. Y, por ende, 

 

3.- Acuerdo de fecha 16 de abril de 2015 del Tribunal Económico Administrativo 

Regional de Catalunya, notificado a la sociedad recurrente el 2 de octubre siguiente (documento 

1.3 escrito interposición recurso) de desestimación de las dos reclamaciones económico 

administrativas acumuladas nº 08/00384/2007 y nº 08/00386/2007 interpuestas por la 

mercantil actora por correo administrativo de fecha 22 de diciembre de 2006 (elementos 37 a 

42 del expdte. adtvo. Electrónico 652381-G) contra sendos Acuerdos de fechas 30 de noviembre 

y 11 de diciembre de 2016 del mismo órgano tributario, notificados a la actora los días 1 y 12 

de diciembre siguiente (elementos 36 y 51 expdte. adtvo. electrónico 652381-G), por los que, 

respectivamente, se acordara (Liquidación A0885006026003649 y Sanción 

A0885006026003781): 
 

a) liquidación provisional por el concepto tributario de Impuesto sobre el Valor Añadido 

(IVA), periodos trimestrales 1T/2002 a 4T/2004, por importe total de deuda tributaria de 



 
83.360,02 euros (72.756,01 euros de cuota y 10.604,01 euros de intereses de demora), 

e 

b) imposición de sanciones tributarias resultantes por la comisión de sendas infracciones 

tributarias graves tipificadas en por el artículo 79.a) y d) de la LGT 230/1963 antes ya 

citada (más tarde artículo 191.1 y 3 y 195 de la LGT 58/2003 asimismo antes 

referenciada), por importe total de 54.025,26 euros  

 

SEGUNDO.- En su demanda rectora de autos, la parte recurrente solicita se dicte sentencia 

estimatoria de su recurso y anulatoria de los acuerdos económicos administrativos y actuaciones 

tributarias liquidadoras y sancionadoras recurridas por resultar todos disconformes a derecho, 

peticionando asimismo la condena en las costas procesales de la parte contraria. En defensa de 

sus pretensiones, en síntesis, tras exposición de antecedentes, sustenta la parte recurrente la 

supuesta disconformidad a derecho de los actos impugnados en la falta de acreditación por las 

actuaciones inspectoras a las que se refieren las regularizaciones de IS e IVA combatidas del 

carácter no deducible de los gastos y de las cuotas soportadas de IVA no aceptadas, con análisis 

pormenorizado de las operaciones y las facturas correspondientes a cada supuesto, a lo que 

adiciona alegato de invalidez por supuesta prescripción por razón de la demora en la resolución 

de la vía económico administrativa, al tiempo que con respecto a las sanciones asimismo 

impugnadas aduce falta de motivación, en particular respecto a la culpabilidad 

imputada. 

 

En su turno posterior, la parte demandada contestó a la demanda con oposición a la misma y 

con solicitud de íntegra desestimación del recurso interpuesto, sin interesar la condena en las 

costas procesales de la adversa.  

 

Ello, previa exposición también de antecedentes, por los propios fundamentos de los acuerdos 

de liquidación y sanción tributaria impugnados y de las resoluciones económico administrativas 

recurridos, no concurriendo en el caso enjuiciado ninguna de las infracciones jurídicas 

denunciadas de contrario, al haber acreditado las actuaciones inspectoras practicadas la no 

deducibilidad de los gastos y de las cuotas de IVA soportadas declaradas por el incumplimiento 

de los requisitos legales formales y materiales exigidos al efecto, y, por otra parte, al no 

concurrir la prescripción alegada por las reiteradas interrupciones del plazo prescriptorio 

correspondiente a lo largo de las actuaciones económico administrativas, al tiempo que con 

respecto a las sanciones tributarias aplicadas, al aparecer suficientemente motivada la 

culpabilidad de la entidad mercantil recurrente en la comisión de las infracciones tributarias 

sancionadas. 

 

TERCERO.- No habiéndose opuesto en el proceso por la parte demandada óbice de 

procedibilidad alguno que impida el conocimiento de las cuestiones de fondo suscitadas por las 

partes en el debate procesal de autos, procederá abordar en esta resolución el examen de los 

motivos impugnatorios de la demanda, y los correlativos alegatos de oposición a los mismos 

alzados de contrario en la contestación a la misma, con la atención principal puesta aquí en los 

antecedentes dimanantes para el caso particular de las actuaciones documentadas en 

expediente administrativo de autos, no desvirtuados eficazmente por prueba alguna de signo 

contrario no propuesta por las partes litigantes en el proceso en el momento procesal oportuno, 

antecedentes estos de manifiesta relevancia jurídica para el dictado de esta resolución que 

recogen las resoluciones recurridas en los siguientes términos: 
 

… 
 

OCTAVO.- Sentado lo anterior, y por relación ahora con las sanciones tributarias 

asimismo recurridas en el presente proceso por supuesta falta de motivación 

suficiente de la culpabilidad o responsabilidad, deberá partir aquí esta resolución, 

ciertamente, de constatar la importancia capital que, sin duda, tiene en materia 

sancionadora administrativa o tributaria en el marco del Estado social y democrático 

de derecho que se proclama por el artículo 1 del mismo texto constitucional el 

cumplimiento efectivo en cualquier actuación administrativa sancionadora, también en 

materia tributaria, del principio de culpabilidad o responsabilidad, en tanto que 

principio estructural básico del ordenamiento jurídico punitivo o sancionador, lo que, 

como es sabido, descarta por completo cualquier eventual pretensión administrativa 

de deducir una responsabilidad sancionadora meramente objetiva o sin culpa (así, STC 

15/1999, de 4 de julio, 76/1990, de 26 de abril, y 246/1991, de 19 de diciembre) y exige 



 
siempre, por el contrario, que la acción u omisión calificadas como infracción o ilícito 

administrativo sea en todo caso imputable a su autor a título de dolo o imprudencia, 

de negligencia o ignorancia inexcusable, aun a título de simple inobservancia, en los 

términos recogidos a la fecha relevante por el artículo 77 de la LGT 230/1963 antes ya 

mencionada (hoy por los artículos 178, 179 y 183.1 de la LGT 58/2003 repetidamente citada) 

y, a su vez, aun con expreso carácter subsidiario en este específico ámbito tributario 

ex Disposición Adicional Quinta de la Ley 30/1992, LRJPAC - y hoy ex Disposición 

Adicional Primera, apartado 2.a), de la Ley 39/2015, LPACAP; así como ex artículos 7.2 y 97 de 

la LGT 58/2003-, por el artículo 130 de la hoy ya derogada Ley 30/1992, de 28 de 

noviembre, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento 

administrativo común, LRJPAC, aplicable al caso enjuiciado por razones temporales a 

la vista de la fecha de las infracciones tributarias sancionadas (hoy artículo 28 de la 

vigente Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector, LRJSP).  

 

Por lo que siempre resultará exigible a la administración sancionadora actuante, por 

tanto, una suficiente prueba de cargo capaz de destruir por sí misma la presunción 

constitucional de inocencia inicial que, sin duda, protege de entrada a todo inculpado 

en un procedimiento sancionador, también en materia tributaria, a tenor del artículo 

137.1 de la citada Ley 30/1992, LRJPAC, por derivación directa del principio-derecho 

fundamental subjetivo a la presunción constitucional de inocencia que se reconoce a 

todos por el artículo 24.2 de la Constitución española y que, como es sabido, resulta 

aplicable no sólo en el ámbito del derecho penal sino también en el del derecho 

administrativo sancionador (así, desde las ya tempranas STC de 30 de enero y 18/1981, de 

8 de junio, seguidas entre otras muchas más por STC 212/1990 y 246/1991), dada la común 

naturaleza punitiva de ambos ordenamientos -penal y administrativo sancionador- 

(STEDH de 8 de octubre de 1976, caso Engel, y de 21 de febrero de 1984, caso Öztüz). Sin 

que, por ello, el principio o la presunción legal de legitimidad o de validez y eficacia de 

los actos administrativos -antes insito en los artículos 56 y 57.1 de la repetida Ley 30/1992, 

LRJPAC (hoy en los artículos 58 y ss. de la Ley 39/2015, LPACAP), y con respecto a los actos 

administrativos sancionadores en el artículo 138.3 de la repetida Ley 30/1992, LRJPAC-, tenga 

otra consecuencia jurídica más que la de invertir per se la carga impugnatoria del acto 

administrativo sancionador dictado con el objeto de destruir dicha presunción legal 

iuris tantum, lo que ciertamente corresponde en nuestro sistema jurídico 

administrativo al inculpado, pero sin que con ello se le traslade también al mismo, 

impropiamente y de rondón, la carga de la prueba de su inocencia o de la no comisión 

de los hechos imputados por su parte, carga probatoria esta de la acusación que 

corresponde siempre levantar a la administración sancionadora actuante, so pena de 

exigir de lo contrario al inculpado una auténtica probatio diabolica de inocencia por 

hechos negativos, exigencia terminantemente prohibida por nuestro sistema jurídico, 

según tiene ya reconocido desde su más temprana jurisprudencia la doctrina 

constitucional antes ya citada, por la necesaria aplicación analógica, aun matizada, 

también en este ámbito sancionador de los mismos principios inspiradores del derecho 

penal por la coincidente naturaleza punitiva de ambos derechos -derecho penal y 

derecho administrativo sancionador- al ser ambos manifestación del mismo ius puniendi 

estatal. 

 

Culpabilidad esta que, como es sabido, deberá aparecer suficientemente fundada y 

motivada en el propio acuerdo o resolución administrativa sancionadora, y no 

simplemente acreditada con la mera remisión a la conducta infractora tipificada en la 

norma sancionadora tributaria aplicable o con la mera reproducción de fórmulas 

estereotipadas para justificar la culpabilidad del sujeto infractor, y cuyo eventual 

defecto no puede ser subsanado ni por la posterior resolución económico 

administrativa ni tampoco por la subsiguiente resolución jurisdiccional, conforme a 

una reiterada y consolidada jurisprudencia contenciosa administrativa sentada al 

respecto (entre otras muchas, por STS, Sala 3ª, de 23 y 30 de septiembre de 2010 -rec. 6163 

y 6428/2005-, de 10 de diciembre de 2012 -rec. 563/2010 y 4320/2011-, de 20 de diciembre 

de 2013 -rec. 1537/2010-, de 28 de abril de 2014 -rec. 1994/2012-, de 28 de abril y 4 de julio 

de 2016 -rec. 894 y 982/2015-, de 19 de enero de 2016 -rec. 2966/2014- o, por más reciente, 

por la STS, Sala 3ª, de fecha 20 de abril de 2017 -rec. 1172/2016; Roj: STS 1601/2017-). 

 



 
NOVENO.- Pues bien, una vez proyectadas las anteriores determinaciones normativas y 

jurisprudenciales al supuesto particular aquí objeto de enjuiciamiento, y tras el examen de las 

actuaciones documentadas en los expedientes administrativos de autos, una vez ya establecida 

la plena conformidad a derecho de la minoración de determinados gastos deducidos en el IS y 

correspondientes cuotas de IVA soportado que fuera objeto de la regularización fiscal practicada 

en las actuaciones subyacente, ningún reproche de falta de tipicidad infractora de los 

hechos imputados -elemento objetivo del tipo- podría ser aquí sólidamente efectuado a 

las actuaciones sancionadoras recurridas, por cuanto que, confirmada la plena 

adecuación a derecho de las liquidaciones tributarias derivadas de las actas de 

disconformidad recurridas en los autos en los términos ya antes examinados en los 

anteriores fundamentos de derecho de esta resolución, y constatándose, 

objetivamente, que el sujeto pasivo recurrente presentó las autoliquidaciones del IS 

de los ejercicios fiscales 2001 a 2004 y las correspondientes autoliquidaciones 

trimestrales del IVA de dichos ejercicios en las que o dejó de ingresar parcialmente 

las cantidades resultantes de correcta autoliquidación o bien acreditó cuotas IVA 

soportado a deducir improcedentemente, lo cierto es que la tipicidad infractora de los 

hechos imputados al sujeto pasivo aquí recurrente resultó perfectamente establecida, 

por relación a los tipos de la infracción tributaria grave definidos a la fecha aquí 

relevante por los apartados a) y d) el artículo 79 de la anterior LGT 230/1963 

aplicable al caso por razones temporales (hoy por los artículos 191.1 y 3 y 195 de la 

repetidamente citada LGT 58/2003), bajo el siguiente tenor literal respectivo: 

 

“Artículo 79. Constituyen infracciones graves las siguientes conductas: a) Dejar de ingresar, 

dentro de los plazos reglamentariamente señalados, la totalidad o parte de la deuda 

tributaria, salvo que se regularice con arreglo al artículo 61 de esta Ley o proceda la 

aplicación de lo previsto en el artículo 127 también de esta Ley. (...) d) Determinar o 

acreditar improcedentemente partidas positivas o negativas o créditos de impuesto, a deducir 

o compensar en la base o en la cuota de declaraciones futuras, propias o de terceros. (...)” -

LGT 230/1963- 

 

“Artículo 191. Infracción tributaria por dejar de ingresar la deuda tributaria que debiera 

resultar de una autoliquidación. 1. Constituye infracción tributaria dejar de ingresar dentro 

del plazo establecido en la normativa de cada tributo la totalidad o parte de la deuda 

tributaria que debiera resultar de la correcta autoliquidación del tributo, salvo que se 

regularice con arreglo al artículo 27 o proceda la aplicación del párrafo b) del apartado 1 del 

artículo 161 , ambos de esta Ley. (...) La infracción tributaria prevista en este artículo será 

leve, grave o muy grave de acuerdo con lo dispuesto en los apartados siguientes. La base de 

la sanción será la cuantía no ingresada en la autoliquidación como consecuencia de la 

comisión de la infracción. (...) 

 

Artículo 195. Infracción tributaria por determinar o acreditar improcedentemente partidas 

positivas o negativas o créditos tributarios aparentes 1. Constituye infracción tributaria 

determinar o acreditar improcedentemente partidas positivas o negativas o créditos 

tributarios a compensar o deducir en la base o en la cuota de declaraciones futuras, propias o 

de terceros. (...) La infracción tributaria prevista en este artículo será grave. La base de la 

sanción será el importe de las cantidades indebidamente determinadas o acreditadas. (...)” - 

-LGT 58/2003- 

 

Distinta conclusión a la anterior, sin embargo, deberá alcanzar este Tribunal por lo 

que se refiere ahora al elemento subjetivo del tipo -culpabilidad o responsabilidad 

respecto a las actuaciones sancionadoras aquí consideradas, toda vez que las 

actuaciones tributarias subyacentes denotan, ciertamente, que respecto a la 

deducción de los gastos y correspondientes cuotas de IVA soportado cuya 

deducibilidad de la cuota del IVA soportado no fuera finalmente aceptada por la 

inspección actuante ello obedeció, fundamentalmente, y tras las detalladas 

actuaciones de comprobación e inspección practicadas, tal como asimismo se viera en 

esta resolución con anterioridad, a incertidumbre probatoria a cargo del obligado 

tributario recurrente, sin que quedara finalmente establecida en las actuaciones 

seguidas ante el orden penal antes referenciadas la circunstancia inicialmente alegada 

por la administración tributaria actuante de que fueran falsas las facturas 

controvertidas y libradas por la entidad proveedora *******, falta de prueba de la 



 
actora que, como ya se dijo, si bien es suficiente para justificar las liquidaciones 

tributarias correspondientes, no alcanza, sin embargo, la entidad suficiente para 

poder justificar fuera de toda duda razonable la certeza de la concurrencia de una 

conducta infractora dolosa o culposa, con cualquier grado de negligencia, tipificada y 

sancionada como tal por elusiva de las correspondientes obligaciones tributarias.  

 

Sin que, a tal respecto, por las razones antes ya justificadas con suficiente referencia 

jurisprudencial por referencia a la necesidad de una motivación particularizada de la culpabilidad 

del sujeto inculpado en los hechos al mismo imputados en el orden sancionador, y sin bastar 

para ello la mera remisión a la conducta infractora tipificada en la norma o la mera reproducción 

de fórmulas estereotipadas válidas para justificar la culpabilidad del sujeto infractor en cualquier 

otro tipo de supuesto, pueda entender el Tribunal suficiente la motivación exclusivamente 

ofrecida, en los tres casos bajo fórmulas en lo esencial de un tenor coincidente, en los siguientes 

términos de los dos acuerdos sancionadores de IS y en el acuerdo sancionador de IVA, que con 

dicho carácter exclusivo se reproducen en los correspondientes acuerdos del TEARC traídos aquí 

a revisión: 
 

Sanciones resultantes de las liquidaciones del IS: 

“Como hemos dicho, resulta suficientemente probado que el elemento objetivo del ilícito 

administrativo-tributario en el presente expediente lo configura el dejar de ingresar dentro 

del plazo reglamentariamente establecido parte de la deuda tributaria. Y esa falta de ingreso 

obedeció a una concreta conducta -que ya ha sido descrita exhaustivamente en los 

antecedentes de hecho, y que en síntesis recordemos- es la consistente en consignar en sus 

declaraciones-liquidaciones cuantías en concepto de gasto que no resultan deducibles en la 

medida en que no se ha acreditado la realidad de las operaciones que aparecen 

documentadas en las facturas emitidas por la entidad *******.” 

 

Sanciones resultantes de la liquidación del IVA: 

“Como hemos dicho, resulta suficientemente probado que el elemento objetivo del ilícito 

administrativo-tributario en el presente expediente lo configura el dejar de ingresar la 

totalidad o parte de la deuda tributaria y acreditar improcedentemente cantidades a 

compensar en a cuota de periodos posteriores. Y esa falta de ingreso obedeció a una concreta 

conducta -que ya ha sido descrita exhaustivamente en los antecedentes de hecho, y que en 

síntesis -recordemos- es la consistente en consignar en sus declaraciones-liquidaciones 

cuantías en concepto de cuotas de I.V.A. que no resultan deducibles en la medida en que no 

se ha acreditado la realidad de las operaciones que aparecen documentadas en las facturas 

emitidas por la entidad *********” -subrayados nuestros- 

 

Ello, principalmente, por cuanto que, como ha venido observando con reiteración este mismo 

Tribunal en numerosos pronunciamientos anteriores -por todas, en las Sentencias de esta 

misma Sala y Sección núm. 493/2017, de 23 de junio, dictada en recurso ordinario 124/2013, y 

núm.464/2017, de 15 de junio, dictada en recurso ordinario 50/2014-, aun cuando el 

obligado tributario dedujera en sus declaraciones gastos respecto de los que no ha 

podido demostrar su naturaleza de gasto deducible al no haber aportado 

documentación justificativa suficiente de los mismos o respecto de los que no ha 

demostrado su relación necesaria con la actividad económica, no puede obviarse 

tampoco en materia de sanciones las diferencias entre la prueba para liquidar y la 

prueba para sancionar, sin que pueda fundarse la existencia de infracción en la mera 

referencia al resultado objetivo de la regularización practicada por la administración 

tributaria o en la simple constatación de la falta de ingreso de parte de la deuda 

tributaria, al tiempo que en caso de la interpretación jurídica razonable de la norma 

fiscal aplicable es imprescindible, además, «una motivación específica en torno a la 

culpabilidad o negligencia y las pruebas de las que ésta se infiere», tal como proclamara 

la STC 164/2005, de 20 de junio de 2005, sin que, como señalara, entre otras muchas, la STS, 

Sala 3ª, de 18 de julio de 2013 -rec. 2424/2010-, la razonabilidad de la interpretación de las 

normas en juego pueda depender en modo alguno de lo que por la administración tributaria 

actuante se considere, unilateralmente, lo que es una norma clara. 

 

Por ello, en definitiva, procederá estimar parcialmente el recurso interpuesto, tan sólo 

en cuanto se refiere a las sanciones tributarias impuestas por las infracciones antes 

vistas, al resultar las mismas disconformes a derecho en dicho particular por 



 
infracción del principio de culpabilidad o responsabilidad, con vulneración de los 

preceptos constitucionales y legales antes ya indicados -artículos 24.2 CE, 130 y 137 Ley 

30/1992, LRJPAC, y 77 de la LGT 230/1963 (hoy artículos 178, 179 y 183.1 LGT 58/2003)-, con 

la consiguiente anulación parcial de las resoluciones económico administrativas 

recurridas que las confirmaran en lo que a dicho extremo sancionador se refiere, así 

como de las sanciones tributarias de las que aquéllas, en parte, traen respectivamente 

causa, a tenor de lo dispuesto en el orden procesal por los artículos 68.1.b), 70.2 y 71.1.a) de 

la Ley Reguladora de esta Jurisdicción, con desestimación del recurso en todo lo demás. 

 

ÚLTIMO.- Conforme a los artículos 68.2 y 139.1 de la Ley Reguladora de esta 

Jurisdicción, modificado este último por la Ley 37/2011, en los supuestos de estimación parcial 

de pretensiones cada parte abonará las costas causadas a su instancia y las comunes, si las 

hubiere, por mitad, salvo que el órgano judicial, razonándolo debidamente, acuerde su 

imposición total, parcial o hasta una cifra máxima a una sola de ellas por concurrir en el caso 

circunstancias especiales, por lo que, atendido el sentido parcialmente estimatorio del fallo que 

sigue, y no concurriendo tampoco en el caso mala fe o temeridad en ninguna de las partes, no 

se justifica aquí un especial pronunciamiento de condena en las costas procesales. 

 

Vistos los preceptos citados y demás de general y pertinente aplicación, y resolviendo dentro del 

límite de las pretensiones procesales deducidas por las partes en sus respectivas demanda y 

contestación, 

 

F A L L A M O S 

 

ESTIMAR PARCIALMENTE el recurso contencioso administrativo 637/2015 interpuesto por la 

mercantil **********, bajo la representación procesal y defensa letrada especificadas al inicio 

de la presente resolución, contra las actuaciones tributarias a las que se refieren los 

antecedentes de la misma, tan sólo en cuanto se refieren a la imposición de las sanciones 

tributarias resultantes por la comisión de las infracciones tributarias imputadas, al resultar éstas 

disconformes a derecho por los fundamentos que se desprenden de los fundamentos de derecho 

octavo y noveno de esta resolución, y, en consecuencia, ANULAR parcialmente las resoluciones 

económico administrativas recurridas sólo en dichos extremos, así como las actuaciones 

sancionadoras tributarias de las que aquéllas traen parcialmente causa, con la desestimación del 

recurso interpuesto en todo lo demás, y en particular con respecto a las liquidaciones tributarias 

recurridas, que se confirman al no resultar las mismas disconformes a derecho; sin imposición 

de costas. 

 

Notifíquese esta sentencia a las partes, con indicación de que contra la misma cabe la 

interposición de recurso de casación ante la Sala Tercera del Tribunal Supremo y, luego que 

gane firmeza la misma, líbrese certificación de ella y remítase, juntamente con el respectivo 

expediente administrativo, al órgano demandado, quien deberá llevar aquélla a puro y debido 

efecto, sirviéndose acusar el oportuno recibo. 

 

Así mediante esta sentencia, de la que se llevará testimonio literal a los autos principales, 

definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 


